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RESIDENCIA DE CARÁCTER PERMANENTE (Cap. 5) 

Derecho a residir con carácter permanente (Art. 10) 

Son titulares del derecho a residir con carácter permanente los ciudadanos de un Estado miembro de la 
Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, y los miembros 
de la familia que no sean nacionales de uno de dichos Estados, que hayan residido legalmente en España 
durante un período continuado de 5 años. Este derecho no estará sujeto a las condiciones previstas en el 
capítulo III del presente real decreto. 

A petición del interesado, la Oficina de Extranjeros de la provincia donde éste tenga su residencia o, en su 
defecto, la Comisaría de Policía correspondiente, expedirá, con la mayor brevedad posible y tras verificar la 
duración de la residencia, un certificado del derecho a residir con carácter permanente. 

Asimismo, tendrán derecho a la residencia permanente, antes de que finalice el período de 5 años referido 
con anterioridad, las personas en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a) El trabajador por cuenta propia o ajena que, en el momento en que cese su actividad, haya 
alcanzado la edad prevista en la legislación española para acceder a la jubilación con derecho a 
pensión, o el trabajador por cuenta ajena que deje de ocupar la actividad remunerada con motivo 
de una jubilación anticipada, cuando hayan ejercido su actividad en España durante, al menos, los 
últimos doce meses y hayan residido en España de forma continuada durante más de 3 años. 

La condición de duración de residencia no se exigirá si el cónyuge o pareja registrada del trabajador 
es ciudadano español o ha perdido su nacionalidad española tras su matrimonio o inscripción como 
pareja registrada con el trabajador. 

b) El trabajador por cuenta propia o ajena que haya cesado en el desempeño de su actividad como 
consecuencia de incapacidad permanente, habiendo residido en España durante más de 2 años sin 
interrupción. No será necesario acreditar tiempo alguno de residencia si la incapacidad resultara de 
accidente de trabajo o de enfermedad profesional que dé derecho a una pensión de la que sea 
responsable, total o parcialmente, un organismo del Estado español. 

La condición de duración de residencia no se exigirá si el cónyuge o pareja registrada del trabajador 
es ciudadano español o ha perdido su nacionalidad española tras su matrimonio o inscripción como 
pareja con el trabajador. 

El trabajador por cuenta propia o ajena que, después de tres años consecutivos de actividad y de 
residencia continuadas en territorio español desempeñe su actividad, por cuenta propia o ajena, en otro 
Estado miembro y mantenga su residencia en España, regresando al territorio español diariamente o, al 
menos, una vez por semana. A los exclusivos efectos del derecho de residencia, los períodos de actividad 
ejercidos en otro Estado miembro de la Unión Europea se considerarán cumplidos en España. 

Los miembros de la familia del trabajador por cuenta propia o ajena que residan con él en España tendrán, 
con independencia de su nacionalidad, derecho de residencia permanente cuando el propio trabajador haya 
adquirido para sí el derecho de residencia permanente por hallarse incluido en alguno de los supuestos del 
apartado 2 anterior, expidiéndoseles o renovándose, cuando fuera necesario, una tarjeta de residencia 
permanente de familiar de ciudadano de la Unión. 

A los efectos contemplados en el apdo. 2 anterior, los períodos de desempleo involuntario, debidamente 
justificados por el servicio público de empleo competente, los períodos de suspensión de la actividad por 
razones ajenas a la voluntad del interesado, y las ausencias del puesto de trabajo o las bajas por 
enfermedad o accidente se considerarán como períodos de empleo. 

Si el titular del derecho a residir en territorio español hubiera fallecido en el curso de su vida activa, con 
anterioridad a la adquisición del derecho de residencia permanente en España, los miembros de su familia 
que hubieran residido con él en el territorio nacional tendrán derecho a la residencia permanente siempre 
y cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
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a) Que el titular del derecho a residir en territorio español hubiera residido, de forma continuada en 
España, en la fecha del fallecimiento durante, al menos, dos años. 

b) Que el fallecimiento se haya debido a accidente de trabajo o enfermedad profesional. 

c) Que el cónyuge supérstite fuera ciudadano español y hubiera perdido la nacionalidad española como 
consecuencia del matrimonio con el fallecido. 

Se perderá el derecho de residencia permanente por ausencia del territorio español durante más de 2 años 
consecutivos. 

Tarjeta de residencia permanente para miembros de la familia que no tengan la nacionalidad de un Estado 
miembro de la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Art. 11) 

Las autoridades competentes expedirán a los miembros de la familia con derecho de residencia 
permanente que no sean nacionales de otro Estado miembro de la Unión europea o de un Estado parte en 
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, una tarjeta de residencia permanente, en el plazo de 3 
meses contados desde la fecha en que la correspondiente solicitud haya tenido entrada en el registro del 
órgano competente para su tramitación. 

La solicitud deberá presentarse en el modelo oficial establecido al efecto, durante el mes anterior a la 
caducidad de la tarjeta de residencia, pudiendo también presentarse dentro de los tres meses posteriores 
a dicha fecha de caducidad sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda. Dicha tarjeta será 
renovable automáticamente cada 10 años. 

Junto con la solicitud de la citada tarjeta de residencia permanente, deberá presentarse la documentación 
siguiente: 

a) Pasaporte válido y en vigor del solicitante. En el supuesto de que dicho documento esté caducado, 
deberá aportarse copia de éste y de la solicitud de renovación. 

b) Documentación acreditativa del supuesto que da derecho a la tarjeta. 

c) Tres fotografías recientes en color, en fondo blanco, tamaño carné. 

Las interrupciones de residencia no superiores a 2 años consecutivos, no afectarán a la vigencia de la 
tarjeta de residencia permanente. 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS PROCEDIMIENTOS DE SOLICITUD, TRAMITACIÓN, EXPEDICIÓN 
Y RENOVACIÓN DE CERTIFICADOS DE REGISTRO Y TARJETAS DE RESIDENCIA (Cap. 5) 

Tramitación y resolución de las solicitudes (Art. 12) 

Las solicitudes de los certificados de registro y tarjetas de residencia previstos en el presente real decreto 
se presentarán personalmente en el modelo oficial establecido al efecto, se tramitarán con carácter 
preferente y se resolverán conforme a lo previsto en los art. 7, 8 y 11 del presente real decreto. 

La solicitud y tramitación del certificado de registro o de las tarjetas de residencia no supondrá obstáculo 
alguno a la permanencia provisional de los interesados en España, ni al desarrollo de sus actividades. 

Las Autoridades competentes para tramitar y resolver las solicitudes de certificado de registro o de tarjetas 
de residencia que se regulan en el presente real decreto podrán, excepcionalmente, recabar información 
sobre posibles antecedentes penales del interesado a las autoridades del Estado de origen o a las de otros 
Estados. 

Asimismo, cuando así lo aconsejen razones de salud pública y según lo previsto en al art. 15 del presente 
real decreto, podrá exigirse al interesado la presentación de certificado médico acreditativo de su estado 
de salud. 
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Renovación de las tarjetas de residencia (Art. 13) 

En caso de que fuese necesaria la renovación de la tarjeta de residencia antes de la adquisición del derecho 
a residir con carácter permanente, dicha renovación se tramitará conforme a lo dispuesto en el presente real 
decreto, si bien en el caso de ascendientes y descendientes no se exigirá la aportación de la documentación 
acreditativa de la existencia del vínculo familiar que da derecho a la expedición de la tarjeta. 

Expedición y vigencia del certificado de registro y de la tarjeta de residencia (Art. 14) 

La expedición del certificado de registro o de la tarjeta de residencia se realizará de conformidad con los 
modelos que determinen las Autoridades competentes y previo abono de la tasa correspondiente, de 
conformidad con la legislación vigente de tasas y precios públicos, cuya cuantía será la equivalente a la que 
se exige a los españoles para la obtención y renovación del documento nacional de identidad. 

En todo caso, la vigencia de los certificados de registro y tarjetas de residencia contemplados en el presente 
real decreto, y el reemplazo de éstos por un documento acreditativo de la residencia permanente o una 
tarjeta de residencia permanente, respectivamente, estará condicionada al hecho de que su titular continúe 
encontrándose en alguno de los supuestos que dan derecho a su obtención. Los interesados deberán 
comunicar los eventuales cambios de circunstancias referidos a su nacionalidad, estado civil o domicilio a 
la Oficina de Extranjeros de la provincia donde residan o, en su defecto, a la Comisaría de Policía 
correspondiente. 

La vigencia de la tarjeta de residencia de familiar de ciudadano de la Unión caducará por las ausencias 
superiores a seis meses en un año. No obstante, dicha vigencia no se verá afectada por las ausencias de 
mayor duración del territorio español que se acredite sean debidas al cumplimiento de obligaciones 
militares o, que no se prolonguen más de 12 meses consecutivos y sean debidas a motivos de gestación, 
parto, posparto, enfermedad grave, estudios, formación profesional, o traslados por razones de carácter 
profesional a otro Estado miembro o a un tercer país. 

LIMITACIONES POR RAZONES DE ORDEN PÚBLICO, SEGURIDAD PÚBLICA Y SALUD PÚBLICA (Cap. 6) 

Medidas por razones de orden público, seguridad y salud pública (Art. 15) 

Cuando así lo impongan razones de orden público, de seguridad pública o de salud pública, se podrá 
adoptar alguna de las medidas siguientes en relación con los ciudadanos de un Estado miembro de la Unión 
Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o con los miembros 
de su familia: 

- Impedir la entrada en España, aunque los interesados presenten la documentación prevista en el art. 
4 del presente real decreto. 

- Denegar la inscripción en el Registro Central de Extranjeros, o la expedición o renovación de las 
tarjetas de residencia previstas en el presente real decreto. 

- Ordenar la expulsión o devolución del territorio español. 

Únicamente podrá adoptarse una decisión de expulsión respecto a ciudadanos de un Estado miembro de 
la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o a miembros 
de su familia, con independencia de su nacionalidad, que hayan adquirido el derecho de residencia 
permanente en España, si existen motivos graves de orden público o seguridad pública.  

En los casos en los que una resolución de expulsión vaya a ejecutarse más de 2 años después de haberse 
dictado, las autoridades competentes deberán comprobar y valorar posibles cambios de circunstancias 
que pudieran haberse producido desde el momento en el que se adoptó la decisión de expulsión, así como 
la realidad de la amenaza que el interesado representa para el orden público o la seguridad pública. 

La adopción de una de las medidas previstas en los apdos. anteriores 1 a 4 se atendrá a los siguientes 
criterios: 
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a) Habrá de ser adoptada con arreglo a la legislación reguladora del orden público y la seguridad pública 
y a las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia. 

b) Podrá ser revocada de oficio o a instancia de parte cuando dejen de subsistir las razones que motivaron 
su adopción. 

c) No podrá ser adoptada con fines económicos. 

d) Cuando se adopte por razones de orden público o de seguridad pública, deberán estar fundadas 
exclusivamente en la conducta personal de quien sea objeto de aquéllas, que, en todo caso, deberá 
constituir una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte a un interés fundamental de la 
sociedad, y que será valorada, por el órgano competente para resolver, en base a los informes de las 
Autoridades policiales, fiscales o judiciales que obren en el expediente. La existencia de condenas 
penales anteriores no constituirá, por sí sola, razón para adoptar dichas medidas. 

No podrá adoptarse una decisión de expulsión o repatriación respecto a ciudadanos de un Estado miembro 
de la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, salvo si 
existen motivos imperiosos de seguridad pública, en los siguientes casos: 

a) Si hubiera residido en España durante los 10 años anteriores, o: 

b) Si fuera menor de edad, salvo si la repatriación es conforme al interés superior del menor, no teniendo 
dicha repatriación, en ningún caso, carácter sancionador. 

La caducidad del documento de identidad o del pasaporte con el que el interesado efectuara su entrada 
en España, o, en su caso, de la tarjeta de residencia, no podrá ser causa de expulsión. 

El incumplimiento de la obligación de solicitar la tarjeta de residencia o del certificado de registro 
conllevará la aplicación de las sanciones pecuniarias que, en idénticos términos y para supuestos similares, 
se establezca para los ciudadanos españoles en relación con el DNI. 

Las únicas dolencias o enfermedades que pueden justificar la adopción de alguna de las medidas del apdo. 
1 del presente artículo serán las enfermedades con potencial epidémico, como se definen en los 
instrumentos correspondientes de la Organización Mundial de la Salud, así como otras enfermedades 
infecciosas o parasitarias contagiosas, de conformidad con la legislación española vigente. 

Las enfermedades que sobrevengan tras los 3 primeros meses siguientes a la fecha de llegada del 
interesado, no podrán justificar la expulsión de territorio español. 

En los casos individuales en los que existan indicios graves que lo justifiquen, podrá someterse a la persona 
incluida en el ámbito de aplicación del presente real decreto, en los 3 meses siguientes a la fecha de su 
llegada a España, a un reconocimiento médico gratuito para que se certifique que no padece ninguna de 
las enfermedades mencionadas en este apartado. Dichos reconocimientos médicos no podrán exigirse con 
carácter sistemático. 

Informe de la Abogacía del Estado (Art. 16) 

La resolución administrativa de expulsión de un titular de tarjeta o certificado requerirá, con anterioridad 
a que se dicte, el informe previo de la Abogacía del Estado en la provincia, salvo en aquellos casos en que 
concurran razones de urgencia debidamente motivadas. 

Garantías procesales (Art. 17) 

Cuando la presentación de recurso administrativo o judicial contra la resolución de expulsión vaya 
acompañada de la solicitud de una medida cautelar de suspensión de la ejecución de dicha resolución, no 
podrá producirse la expulsión en sí hasta el momento en que se haya adoptado la decisión sobre la medida 
cautelar, excepto si se da una de las siguientes circunstancias: 

a) Que la resolución de expulsión se base en una decisión judicial anterior. 

b) Que las personas afectadas hayan tenido acceso previo a la revisión judicial. 
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c) Que la resolución de expulsión se base en motivos imperiosos de seguridad pública según lo señalado 
en el art. 15.5 a) y d) del presente real decreto. 

Resolución (Art. 18) 

Las resoluciones de expulsión serán dictadas por los Subdelegados del Gobierno o Delegados del 
Gobierno en las comunidades autónomas uniprovinciales. 

Las resoluciones de expulsión deberán ser motivadas, con información acerca de los recursos que se 
puedan interponer contra ellas, plazo para hacerlo y autoridad ante quien se deben formalizar, así como, 
cuando proceda, del plazo concedido para abandonar el territorio español. 

Las resoluciones de expulsión establecerán un plazo para abandonar el territorio español, que sólo podrá 
ser excepcionado en los supuestos en que concurra alguna de las circunstancias mencionadas en el art.17.1. 

Excepto en casos urgentes, debidamente justificados, dicho plazo no podrá ser inferior a 1 mes a partir de 
la fecha de notificación. En todo caso, la decisión adoptada sobre la duración del plazo no podrá suponer 
impedimento para el control de la resolución de expulsión en vía administrativa y/o judicial 
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